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REF.: CONSULTA SENTENCIA CONTRA DRA. MELBA LUCÍA BÁEZ GONZÁLEZ, JUEZA 2ª. PENAL DEL CIRCUITO DE SOGAMOSO – BOYACÁ.
VISTOS

Se conoce en grado de CONSULTA la sentencia emitida el día 30 de septiembre de 2011, por medio de la cual la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura de Boyacá
, impuso sanción de suspensión en el ejercicio del cargo por el término de doce meses, e inhabilidad para ejercer la función pública por el mismo lapso, a la doctora MELBA LUCÍA BÁEZ GONZÁLEZ, en su condición de Jueza Segunda Penal del Circuito de Sogamoso, por incumplimiento del deber previsto en el artículo 153 numeral 1 de la ley 270 de 1996, por violación de los términos previstos en los artículo 86 de la Constitución Nacional y el Decreto 2591 de 1991 - arts. 3, 15 y 29.
SÍNTESIS FÁCTICA

Al emitirse fallo en segunda instancia dentro de la acción de tutela impetrada por el señor ÁLVARO HERNANDO MONROY ARIAS contra TELECOM EN LIQUIDACIÓN – PATRIMONIO AUTÓNOMO DE REMANENTES, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Santa Rosa de Viterbo- Sala Única, ordenó compulsar copias con destino a la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura de Boyacá, con el fin de que se investigara la conducta de la Jueza Segunda Penal del Circuito de Sogamoso, toda vez ésta en el trámite de la primera instancia de la mencionada acción de tutela, superó ampliamente el término de 10 días previsto en la ley para esta clase de acciones
. 

ACTUACIÓN PROCESAL

1. Recibidas las copias compulsadas por el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Santa Rosa de Viterbo,  por auto de data 14 de diciembre de 2007 y para los fines de que trata el artículo 150 de la Ley 734 de 2002, se dispuso abrir INDAGACIÓN PRELIMINAR, y en desarrollo de esta etapa se practicaron las siguientes pruebas:

1.1. Se anexó documentación a través de la cual se acredita que la Dra. MELBA LUCÍA BÁEZ GONZÁLEZ, fue designada en propiedad como Jueza Segunda Penal del Circuito de Sogamoso – Boyacá,  y que ejercía el cargo al momento de la comisión de los hechos investigados.

1.2. Pese a que se solicitó en tres oportunidades al Juzgado Segundo Penal del Circuito de Sogamoso, informara sobre el trámite dado a la acción de tutela impetrada por el señor ÁLVARO HERNANDO MONROY ARIAS contra TELECOM EN LIQUIDACIÓN – PATRIMONIO AUTÓNOMO DE REMANENTES, no se obtuvo respuesta alguna, ni tampoco la titular de tal estrado judicial, a pesar de haber sido citada, se notificó de la providencia de apertura de indagación preliminar, por lo cual se fijó edicto para tal fin.

2. Probada la existencia del hecho, esto es, que se presentó mora judicial dentro del trámite de la acción de tutela que se ha venido mencionando, pues fue admitida el día 8 de noviembre de 2006 y sólo fue fallada el 16 de agosto de 2007, es decir, después de nueve meses, e identificada la funcionaria judicial responsable de su trámite en primera instancia, por auto de fecha 19 de noviembre de 2009, se ABRIÓ INVESTIGACIÓN DISCIPLINARIA en contra de la doctora MELBA LUCÍA BÁEZ GONZÁLEZ, en su calidad de Jueza Segunda Penal del Circuito de Sogamoso. En desarrollo de esta etapa se recaudaron las siguientes pruebas:

2.1. A través de comisionado, se practicó diligencia de inspección judicial
 en el Juzgado Segundo Penal del Circuito de Sogamoso, al expediente que contiene la acción de tutela impetrada por el señor ÁLVARO HERNANDO MONROY ARIAS contra TELECOM EN LIQUIDACIÓN – PATRIMONIO AUTÓNOMO DE REMANENTES, en la cual se constató que fue repartida el día 30 de octubre de 2006 al citado despacho judicial, en donde por auto de data 8 de noviembre de 2006 se avocó su conocimiento, siendo fallada el 16 de agosto de 2007 accediendo a proteger el derecho a la igualdad. Tal fallo fue impugnado por la entidad accionada, el recurso se concedió el 4 de septiembre de 2007 y el Tribunal Superior de Santa Rosa de Viterbo- Sala Única, en providencia del 23 de octubre de 2007 lo revocó. El día 8 de Marzo de 2008, la Corte Constitucional decidió excluir de revisión el fallo.

2.2. La Dra. MELBA LUCIA BÁEZ GONZÁLEZ, el día 24 de marzo de 2010 allegó escrito, a través del cual expuso sus argumentos de defensa, precisando que una de las razones que incidieron en la mora presentada fue “la complejidad del tema a debatir”, el cual era “novedoso” y por cuanto respecto del mismo se presentaron acciones de tutela en diferentes partes del país, tomándose decisiones que no gozaban de uniformidad, pues en unos casos se tutelaban los derechos invocados y en otros no, debiendo hacer su análisis vía internet en sitios diferentes al despacho, el cual no contaba con tal servicio.

De otra parte, manifestó que para la época atendía asuntos de la Ley 600 de 2000 al tiempo que de la Ley 906 de 2004, por haber entrado en vigencia esta última el 1º de enero de 2006, lo cual le implicaba atender constantes audiencias públicas. Además, debió atender acciones de hábeas corpus y otras tutelas, por lo que existió un alto volumen de trabajo pero contando con una sola sustanciadora.

2.3. Se anexó al expediente certificados de antecedentes disciplinarios expedidos por la Procuraduría General de la Nación, y de la Secretaría Judicial de esta Sala, lo cuales informan que  al 1º de junio de 2010, no contaba con antecedentes disciplinarios. También, la Jefe del Área de Talento Humano de la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial allegó certificado sobre el monto de los salarios devengados por la doctora BÁEZ GONZÁLEZ.

2.4. Al expediente se allegaron fotocopia de las estadísticas de producción reportadas por la encartada durante los periodos en que tuvo a cargo la acción de tutela que originaron estas diligencias – cuaderno anexo.

3. En providencia fechada 28 de febrero de 2011, la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura de Boyacá, después de hacer un análisis pormenorizado del acervo probatorio, concluyó que la funcionaria inculpada  no observó las “disposiciones procesales, que deben ser acatadas por los funcionarios judiciales en el ejercicio de las funciones encomendadas dentro del trámite especial de la acción de tutela consagrado constitucionalmente en el artículo 86 y en el Decreto 2591 de 1991, toda vez que la funcionaria Melba Lucía González (sic) tardó aproximadamente 9 meses para proferir el fallo de primera instancia, mora que queda demostrada en autos de acuerdo a la documentación enviada por el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Santa Rosa de Viterbo, y según lo consignado en la inspección judicial practicada a la acción de tutela 20060042, de donde se puede concluir que la acción de tutela se recibió por reparto el 30 de octubre de 2006, se admitió el 8 de noviembre del mismo año y se falló el 16 de agosto del año 2007.”

Por lo anterior, la Sala de primera instancia decidió FORMULAR CARGOS a la doctora MELBA LUCÍA BÁEZ GONZÁLEZ, por incumplimiento del deber previsto en el numeral 1 del artículo 153 de la Ley 270 de 1996, esto es, “cumplir y, dentro de la órbita de su competencia, hacer cumplir la Constitución, las leyes y los reglamentos”,  al no dar aplicación a lo dispuesto en el artículo 86 de la Constitución Política, y su Decreto Reglamentario 2591 de 1991 - arts. 3, 15 29,  que tratan sobre los principios, trámite preferencial y término para fallar la acción de tutela.

Las exculpaciones dadas por la funcionaria inculpada, sostuvo la Sala a quo, no eran de recibo, porque la tutela se debió evacuar dentro del término otorgado por la ley independientemente de las diligencias programadas por el despacho, “pues el amparo tiene prelación para su evacuación y no creer que por no ser la Juez especialista en la materia objeto de tutela, ésta se pueda evacuar hasta cuando considere que ha estudiado el caso lo suficiente, sin tener en cuenta el término ya aludido”.

En cuanto a la determinación de la  culpabilidad, al formularse los cargos la Sala a quo la consideró a título de dolo, pues la inculpada no era una inexperta en el cargo de Juez, en tanto lo desempeñaba desde el 9 de mayo de 2002, lapso suficiente para saber que la acción de tutela debe fallarse en un término de 10 días, y obrar en forma contraria es contravenir los mandatos legales de manera intencional, pues no se podía explicar que no se hubiere preocupado por cumplir sus funciones constitucionales, permitiendo que la acción hubiera perdurado a su cargo por cerca de 9 meses, ello a pesar de que fue creada para la protección inmediata de los derechos fundamentales. 

Por lo que respecta a la gravedad de la conducta, se estimó como grave,  en tanto conllevaba a la pérdida de credibilidad del conglomerado social en los jueces, la afectación del servicio público, la puesta en peligro de derechos fundamentales, el vencimiento exagerado para emitir el fallo, y el mal ejemplo de quien ostenta la calidad de juez de la República
.

4. La Dra. BÁEZ GONZÁLEZ a través de comisionado fue notificada personalmente del auto de formulación de cargos el día 12 de mayo de 2011, sin embargo guardó absoluto silencio
.
5. Por auto de fecha 3 de junio de 2011, se consideró que no era necesario la ordenación de pruebas de oficio, y ante el silencio guardado por la investigada, se dispuso correrle traslado para alegar de conclusión, y al Ministerio Público a efectos de que si lo deseaba rindiera concepto en estas diligencias.

5.1. La inculpada, a pesar de que se le envió comunicaciones informándole sobre el traslado para alegar, no hizo uso de este derecho. 

5.2. El Procurador 172 Judicial II Penal de Tunja, rindió concepto solicitando imponer sanción a la encartada. Lo anterior por cuanto se encontraba probada la materialidad de la falta y las exculpaciones dadas para tratar de justificar el comportamiento indebido, no tenían la entidad suficiente para desvirtuar su responsabilidad disciplinaria, al haber fallado la tutela nueve meses después de avocarse su conocimiento.
LA SENTENCIA CONSULTADA
El 30 de septiembre de 2011 la Corporación de Instancia produjo sentencia disciplinaria en contra de Jueza 2ª Penal del Circuito de Sogamoso - Boyacá,  doctora MELBA LUCÍA BÁEZ GONZÁLEZ, imponiendo sanción de suspensión en el ejercicio del cargo por el término de 12 meses e inhabilidad especial por el mismo término.
Concluyó la Sala a quo, después de hacer el análisis del acervo probatorio obrante en el plenario, que el proceder de la doctora  BÁEZ GONZÁLEZ, al tardar nueve meses en resolver una acción de tutela, contraviene el numeral 1 del artículo 153 de la Ley 270 de 1996 Estatutaria de la Administración de Justicia, que enseña como deber del Juez el respeto y cumplimiento de la ley en la órbita de su competencia, al desbordar ampliamente el término previsto en el artículo 86 de la Constitución Nacional y el Decreto 2591 de 1991 – arts. 3, 15 y 29, para el trámite de acciones de tutela en primera instancia.
Al igual que se dijo al formular los cargos, la Sala a quo no aceptó las exculpaciones dadas por la Jueza encartada. Al efecto precisó, que las acciones de tutela tienen trámite preferencial, esto es, sus términos son improrrogables y perentorios, debiéndose independientemente del tema sobre el que verse, fallarse en la oportunidad legal, dándole absoluta prioridad sobre los demás asuntos ordinarios. En cuanto a que la demora obedeció al hecho de haber tenido que resolver acciones de hábeas corpus, observó la Sala a quo que sólo fueron tres, y éstas debían resolverse en forma concomitante con las acciones de tutela, y en todo caso con prelación a los demás asuntos ordinarios.

Para la dosificación de la sanción, teniendo en cuenta que antes de proferirse el fallo se aportó al plenario un nuevo certificado de antecedentes disciplinarios de la funcionaria inculpada, en el cual da cuenta de la existencia  de tres sanciones, y debido a que la falta le fue imputada a título de grave dolosa, como antes se precisó, se le impuso sanción de suspensión de suspensión en el ejercicio de cargo por el término de doce meses, e inhabilidad especial consistente en la imposibilidad de ejercer la función pública por un término igual
.

Como la anterior providencia no fue objeto de apelación, fue remitida a esta Superioridad, a efectos de ser estudiada por vía de consulta.
CONSIDERACIONES DE LA SALA

1. Competencia. La Sala Dual Sexta de Decisión, de la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, es competente para conocer de este asunto en el grado de CONSULTA  según  los términos del numeral artículo 208 de la Ley 734 de 2002, y el literal b) del art. 19  del Acuerdo 075 del  28 de julio de 2011, expedido por la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura.

2. Marco Normativo y Conceptual: Previo a analizar el material probatorio allegado al plenario, la Sala parte del principio según el cual en el derecho disciplinario funcional, la falta siempre supone la existencia de un deber, cuyo olvido, incumplimiento o desconocimiento trae como consecuencia la respuesta represiva del Estado.  
Es así como el artículo 196  de la ley 734 de 2002, define la falta disciplinaria, en los siguientes términos: 
“Artículo 196. FALTA DISCIPLINARIA. Constituye falta disciplinaria y da lugar a acción e imposición de la sanción correspondiente el incumplimiento de los deberes y prohibiciones, la incursión en las inhabilidades, impedimentos, incompatibilidades y conflictos de intereses previstos en la Constitución, en la Ley Estatutaria de la Administración de Justicia y demás leyes. Constituyen faltas gravísimas las contempladas en este Código”.

En este orden de ideas, el referente legal al que es preciso acudir, a efectos de establecer si la doctora MELBA LUCÍA BÁEZ GONZÁLEZ en su condición de Jueza 2ª  Penal del Circuito de Sogamoso, es responsable o no de la falta por la cual se le sancionó en la sentencia que es objeto de revisión por vía de consulta, aparece contenida en el numeral 1º del artículo 153 de la Ley 270 de 1996, de la siguiente manera:

“ARTICULO 153. Son deberes de los funcionarios y empleados, según corresponda, los siguientes: 1. Respetar, cumplir y, dentro de la órbita de su competencia, hacer cumplir la Constitución, las leyes y los reglamentos.”

El tipo disciplinario abierto referido en la norma transcrita, fue debidamente cerrado por operador de primera instancia con el señalamiento de las siguientes normas constitucionales y legales: 

Constitución Política: 
“ARTICULO 86. Toda persona tendrá acción de tutela para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por sí misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública. 

La protección consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo. El fallo, que será de inmediato cumplimiento, podrá impugnarse ante el juez competente y, en todo caso, éste lo remitirá a la Corte Constitucional para su eventual revisión. 

Esta acción solo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. 
En ningún caso podrán transcurrir más de diez días entre la solicitud de tutela y su resolución. (…).” (Negrillas y Subrayado fuera de texto). 
Decreto 2591 de 1991: 

“ARTICULO 3o. PRINCIPIOS. El trámite de la acción de tutela se desarrollará con arreglo a los principios de publicidad, prevalencia del derecho sustancial, economía, celeridad y eficacia. 

…
ARTICULO 15. TRAMITE PREFERENCIAL. La tramitación de la tutela estará a cargo del juez, del presidente de la sala o magistrado a quien éste designe, en turno riguroso, y será sustanciada con prelación para lo cual se pospondrá cualquier asunto de naturaleza diferente, salvo el de hábeas corpus. 

Los plazos son perentorios o improrrogables. 

ARTICULO 29. CONTENIDO DEL FALLO. Dentro de los diez días siguientes a la presentación de la solicitud el juez dictará fallo, el cual deberá contener: […]” (negrillas fuera de texto).
3. Caso concreto: En el sub lite, encuentra la Sala que aparece plenamente probado que la inculpada, fungía para la época de los hechos como Jueza 2ª Penal del Circuito de Sogamoso – Boyacá, y que, en tal calidad, le fue asignada la acción de tutela instaurada por el señor ÁLVARO HERNANDO MONROY ARIAS contra TELECOM EN LIQUIDACIÓN – PATRIMONIO AUTÓNOMO DE REMANENTES, según acta de reparto de fecha del 30 de octubre de 2006.
El día 8 de noviembre de la citada anualidad, la Juez dispuso la admisión de la tutela y la integración del contradictorio, trámite que se cumplió, profiriendo el fallo correspondiente el día 16 de agosto del año 2007, el cual fue impugnado por la entidad accionada, siendo revocado por el superior funcional, al tiempo que ordenó la compulsa de copias que originaron estas diligencias.

Del  recuento procesal realizado, se tiene que, desde el punto de vista objetivo, la falta por la que se le formuló pliego de cargos se encuentra plenamente demostrada, en la medida en que se incurrió en mora en la adopción de la decisión que en derecho correspondía, toda vez que se superó ampliamente el término de diez (10) días previsto por la norma constitucional para agotar íntegramente el trámite de la acción en la primera instancia, desconociéndose de paso los principios que gobiernan la acción de tutela, tales como economía, celeridad y eficiencia, e inobservándose el trámite preferencial que a la misma debe otorgársele.
Como quiera que el retraso en fallar la acción de tutela en cuestión por parte de la servidora judicial inculpada, -admitido por la investigada-  es constitutivo del fenómeno de la mora, tal proceder va en contravía de la Ley Estatutaria de la Administración de Justicia, cuando impone el deber de cumplir con la ley, la constitución y el reglamento, entonces, es claro que se reúnen en el sub examine la totalidad de los ingredientes normativos del tipo disciplinario imputado, en tanto resulta claro el incumplimiento de los preceptos legales y constitucionales por parte de la investigada.
Quiere lo anterior significar que no existe duda sobre el extremo objetivo que informa la falta disciplinaria deducida en la sentencia objeto de consulta, toda vez que el retraso en adoptar la decisión respectiva, es palmario, a partir de lo revelado por las pruebas que fueron allegadas de manera legal y oportuna a la investigación, en especial las copias remitidas por el Tribunal Superior de Santa Rosa de Viterbo, y la inspección judicial practicada al expediente que contiene la acción de tutela.

Ahora bien, en cuanto la justificación de la mora en adoptar la decisión respectiva, los argumentos esgrimidos por la doctora BÁEZ GONZÁLEZ, referidos a la carga laboral asignada a su despacho durante la época de la mora, no resultan de recibo en el presente caso, en tanto el precedente de esta Sala permite justificar la mora en tutela con una alta carga laboral en materia de acciones constitucionales y una alta producción en fallos de tutela y habeas corpus.

En efecto, de cara a la mora en tutela esta Colegiatura ha justificado la conducta omisiva cuando quiera que el servidor judicial se ve avocado a fallar en el mismo periodo una gran cantidad de acciones de naturaleza constitucional, evidenciándose la voluntad clara del funcionario de no sobrepasar los términos previstos y erigiéndose ello en una verdadera causal de fuerza mayor, lo cual no ocurre en el presente caso, pues analizadas las pruebas obrantes en el plenario y lo informado por la propia disciplinable al rendir descargos, durante el periodo en que tuvo a cargo la acción de tutela en que objetivamente se presentó la mora, sólo resolvió tres habeas corpus. 

De otra parte, el hecho de que tuviera que atender algunas otras tutelas y cientos de asuntos en razón de la entrada en vigencia de la Ley 906 de 2004, ello no la eximía de dar trámite preferencial a la acción de tutela, la cual, independientemente del tema de que trate, debe resolver en un término de 10 días. La Sala no desconoce el número de providencias proferidas durante el término de la mora, lo cual se establece de las estadísticas allegadas al plenario, pero ello no alcanza a justificar la conducta de la disciplinable, en consideración a que se refieren en su mayoría a procesos ordinarios y el artículo 15 del Decreto 2591 citado, establece como deber a cargo del servidor posponer cualquier asunto de naturaleza diferente, con excepción del habeas corpus. 
Entonces, al ser obligación del juez dar prioridad a la acción constitucional, no es posible tener en cuenta como causal de justificación los asuntos ordinarios fallados por la funcionaria, los que corresponden a acciones de naturaleza distinta, que pudieron y debieron haber sido pospuestos hasta tanto se resolviera la acción constitucional, donde se encuentra en discusión la protección de derechos fundamentales, sin que se pueda desvirtuar su naturaleza o el orden de prelación dado por el Constituyente de 1991. 

Sobre el tema relacionado con la justificación de la mora en la adopción de decisiones judiciales ha dicho la Corte Constitucional: 

 “(...) Para la Corte es claro que la eficiencia, cuya consagración se manifiesta en el artículo 228 de la Carta cuando impone el cumplimiento de los términos procesales, constituye principio de ineludible acatamiento por parte de los jueces y fiscales, so pena de las sanciones legales por la falta disciplinaria en que incurren cuando los desconozcan, lo cual tiene por finalidad específica la de obtener prontitud y calidad en la impartición de justicia. Los funcionarios judiciales no pueden, por vía general, esquivar la responsabilidad que les cabe por la inobservancia de los términos, escudándose apenas en la disculpa de la congestión de trabajo debida al número de procesos en curso.

Esa norma, entendida en armonía con la del artículo 228, establece un principio general -el de obligatoriedad de los términos-, que únicamente admite excepciones muy circunstanciales, alusivas a casos en concreto, cuando no quepa duda del carácter justificado de la mora. La justificación, que es de alcance restrictivo, consiste únicamente en la situación probada y objetivamente insuperable, que impide al juez o fiscal adoptar oportunamente la decisión (...)”

En los términos anteriores queda expuesto, bajo el principio de razón suficiente, el por qué la Sala asume que en el caso concreto no se justifica la omisión de la disciplinada, pues ha debido desplazar los asuntos ordinarios para ocuparse preferentemente de las acciones de tutela y concretamente de aquella que ocupa la atención de la Sala.

Acreditada la existencia de la falta disciplinaria, como contrariedad con el ejercicio de la función jurisdiccional y reunidas las exigencias del artículo 142 de la Ley 734 de 2002, por haberse arribado a la certeza sobre la existencia de la conducta disciplinaria y la responsabilidad de la funcionaria investigada, se impone la confirmación del fallo sancionatorio.

4.  La sanción. La suspensión e inhabilidad especial, conforme el numeral 2 del artículo 44 de la Ley 734 de 2002, es la prevista para las faltas calificadas como graves dolosas, luego, en principio la sanción impuesta por la Sala a quo estaría ajustada a derecho.

Sin embargo, la Sala respecto a la determinación de la culpabilidad, no comparte la señalada por el Juez colegiado de primera instancia, es decir a título de dolo, calificación que se hizo con fundamento en que la inculpada al momento de la comisión de los hechos, tenía amplia experiencia como Juez de la República, toda vez que ejercía el cargo desde el 9 de mayo de 2002, luego, debía tener pleno conocimiento que la acción de tutela en primera instancia debe tramitarse en un término improrrogable de 10 días.

Al respecto, considera esta Sala, que la culpabilidad en el caso examinado, la mora judicial debe ser imputada a título de culpa, pues indudablemente el no cumplimiento de términos por parte de la funcionaria judicial disciplinada, se debió a la negligencia o falta de cuidado, sin que pueda afirmarse que fue su intención omitir el deber de resolver en oportunidad el asunto que tenía a cargo, en consecuencia, la Sala modificará el fallo en el sentido de determinar la falta como culposa y no dolosa.
En cuanto a calificación de la falta, sí  se comporte la dada por la Sala a quo, es decir grave, pues en verdad es incompresible que una Juez de la República afecte el servicio público de administrar justicia, fallando una acción de tutela nueve meses después de que avocara su conocimiento, cuando el término constitucionalmente fijado es de 10 días, dando de paso un mal ejemplo en razón del cargo ostentando.

De otra parte, la Sala observa que la suspensión se fijó en el máximo autorizado para las faltas graves dolosas, esto es 12 meses, teniendo como fundamento el hecho de que la inculpada en el año anterior fue objeto de sanciones de índole disciplinario. Sin embargo para tenerse como causal de agravación la existencia de sanciones, éstas deben haber sido impuestas dentro de los cinco años anteriores a la comisión de la conducta que se investiga, tal como lo prevé el literal a) del numeral 1 del artículo 47 de la Ley 734 de 2002.  En el presente caso, revisado el último certificado de antecedentes disciplinarios que obran en el plenario, se establece que las sanciones con que cuenta la encartada datan del mes de junio de 2011, luego, como la conducta aquí investigada se remonta al año 2007, no es posible tenerlas como un agravante.  

En conclusión, como la falta cometida por la inculpada queda calificada como grave culposa -no dolosa-, y los antecedentes que actualmente tiene la inculpada son posteriores a los hechos investigados,  con fundamento en lo previsto en el numeral 3 del art. 44 de la Ley 734 de 2002,  la Sala modificará la sanción impuesta por el a quo, para rebajarla a seis meses de suspensión.
Por lo expuesto, la Sala Sexta de Decisión de la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley,
RESUELVE:

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia de fecha 30 de septiembre de 2011, proferida por la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura de Boyacá,  en cuanto declaró disciplinariamente responsable a la doctora MELBA LUCÍA BÁEZ GONZÁLEZ, en su condición de Jueza 2ª Penal del Circuito de Sogamoso – Boyacá, de haber faltado al deber previsto en el numeral 1 del artículo 153 de la Ley 270 de 1996, en concordancia con los artículos 3º, 15, 29 del Decreto 2591 de 1991 y 86 de la Constitución Política.

SEGUNDO: MODIFICAR el fallo de primera grado, para fijar la sanción en SUSPENSIÓN del cargo, en el lapso de SEIS MESES, por las razones indicadas en la parte motiva de esta providencia.
TERCERO: Devolver el proceso al Seccional de Instancia, el cual deberá notificar  el contenido del presente fallo a los sujetos procesales, informando que en su contra no procede recurso alguno, y para que se emitan los oficios correspondientes a efectos del cumplimiento de lo aquí decidido. Cumplido lo anterior, se procederá al archivo del plenario.
         NOTIFÍQUESE y CÚMPLASE

                                    PEDRO ALONSO SANABRIA BUITRAGO

                                                              Magistrado                     

HENRY VILLARRAGA OLIVEROS
Magistrado
� Conformada por los Magistrados ORLANDO ALZATE SALAZAR (Ponente) y JOSÉ OSWALDO CARREÑO HERNÁNDEZ.


� Copia del fallo de tutela emitido el día 23 de octubre de 2007 por el Tribunal Superior de Santa Rosa de Viterbo, obra a folios 16 a 28 del cuaderno anexo.


� Fls. 37 y 38, cuad. 01.


� Fls. 82 a 89, cuad. 01.


� Fl. 94, cuad. 01.


� Fls. 112 a 125, cuad. 01.
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